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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
[bookmark: _Hlk143780582]SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL – Noción
La Seguridad Social es un servicio público obligatorio, cuya dirección, coordinación y control está a cargo del Estado y es prestado por entidades públicas y privadas. Mediante esta se evitan desequilibrios económicos y sociales que, de no resolverse, significarían la reducción o la pérdida de los ingresos por causa de contingencias como la enfermedad, los accidentes, la maternidad o el desempleo, entre otras. De acuerdo con la Ley 100 de 1993, el Sistema de Seguridad Social Integral en Colombia se compone de los sistemas de protección social integral para la vejez, invalidez y muerte de origen común, de salud y de riesgos laborales, así como los servicios sociales complementarios.

CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS – Afiliación como trabajador independiente – Incompatibilidad de cotizaciones múltiples

[…] el Decreto 780 de 2016 establece las reglas de afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud. De acuerdo con el artículo 2.1.13.5 del citado decreto, las condiciones de pertenencia a un régimen exceptuado o especial prevalecen sobre las de pertenencia al régimen contributivo y no pueden coexistir simultáneamente una afiliación al régimen exceptuado o especial y al Sistema General de Seguridad Social en Salud en calidad de cotizante o beneficiario.

COTIZACIÓN AL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL COMO TRABAJADOR INDEPENDIENTE – Personas mayores – Sin antecedentes de cotización.

[…] En particular, el artículo 61 de la Ley 100 de 1993 contempla una exclusión respecto del Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad para las personas que, al entrar en vigor el sistema, tuvieren cincuenta (50) años o más de edad, si son mujeres, o cincuenta y cinco (55) años o más, si son hombres, salvo que decidan cotizar por lo menos quinientas (500) semanas en el nuevo régimen.

[…] esta disposición no puede interpretarse como una excepción general según la cual toda mujer que actualmente tenga cincuenta (50) años o más, o todo hombre que actualmente tenga cincuenta y cinco (55) años o más, quede exceptuado de cotizar al Sistema General de Pensiones. El supuesto previsto en el artículo 61 está vinculado a la edad que tenía la persona al momento de entrada en vigor del Sistema General de Pensiones.

[…] se advierte que la regulación operativa de la Planilla Integrada de Liquidación de Aportes –PILA– y la orientación actualmente disponible de la Unidad de Gestión Pensional y Parafiscales –UGPP– continúan contemplando, dentro del tratamiento del subtipo de ‘cotizante 3’, denominado “Cotizante no obligado a cotizar a pensiones por edad”, situaciones relacionadas con trabajadores independientes que no hayan cotizado al régimen de prima media y que tengan cincuenta (50) años o más, si son mujeres, o cincuenta y cinco (55) años o más, si son hombres.
En ese contexto, si bien la UGPP mantiene actualmente esta circunstancia dentro de su herramienta de orientación como una “excepción de pago de pensión” para quien nunca haya estado afiliado a una administradora de fondos de pensiones y tenga más de cincuenta (50) años, tratándose de una respuesta institucional en materia de contratación estatal debe diferenciarse entre la regla legal de afiliación y cotización, contenida en la Ley 100 de 1993 y sus modificaciones, y el tratamiento operativo que actualmente contempla la PILA y la orientación administrativa de la UGPP.
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Estimada Señora Camacho, cordial saludo, 

En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido la Resolución 469 de 2025 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente– responde su solicitud de consulta de fecha 24 de agosto de 2026, en la cual manifiesta lo siguiente: 

“SIEMPRE FUI BENEFICIARIA EN EL PAGO DE SALUD DE MI ESPOSO QUE ES PENSIONADO DE LA POLICÍA ACTUALMENTE, POR ESO NUNCA PAGUE PENSIÓN. TENGO 55 AÑOS, ME SALIÓ UN CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS CON LA ALCALDÍA MUNICIPAL PARA HACER OFICIOS EN ESPACIO PÚBLICO, POR LO CUAL ME VI EN LA OBLIGACIÓN DE SALIRME DE LA POLICIA COMO BENEFICIARIA Y SER COTIZANTE EN SALUD, LA PREGUNTA ES, ESTOY EN LA OBLIGACIÓN PARA QUE ME DEN EL CONTRATO DE SERCICIO DE CANCELAR PENSION SI NUNCA HE HECHO APORTES, GRACIAS POR SU COLABORACIÓN”

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a la Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales. 	
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero señalando unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con el problema jurídico de su consulta. 

1. Problema planteado:

De acuerdo con el contenido de su solicitud, esta Agencia abordará los siguientes problemas jurídicos: ¿Cuáles son las obligaciones de afiliación y cotización al Sistema de Seguridad Social Integral de una persona natural que celebra un contrato de prestación de servicios con una entidad estatal y qué excepciones pueden resultar aplicables respecto de la cotización al sistema pensional por razón de la edad y de la ausencia de afiliación previa?

2. Respuesta:

	Para responder el problema jurídico planteado, es importante precisar que las personas naturales que celebran contratos de prestación de servicios personales con entidades estatales, en calidad de trabajadores independientes, se encuentran sometidas a las obligaciones de afiliación y cotización al Sistema de Seguridad Social Integral que resulten legalmente exigibles, de acuerdo con las condiciones previstas en las normas que regulan cada uno de sus componentes.
En materia pensional, el artículo 15 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 3 de la Ley 797 de 2003, establece como afiliados obligatorios al Sistema General de Pensiones, entre otros, a “las personas naturales que presten directamente servicios al Estado o a las entidades o empresas del sector privado, bajo la modalidad de contratos de prestación de servicios”. Asimismo, el artículo 17 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 4 de la Ley 797 de 2003, dispone que durante la vigencia del contrato de prestación de servicios deben efectuarse las cotizaciones obligatorias a los regímenes del Sistema General de Pensiones por parte de los contratistas, con base en los ingresos provenientes de la prestación de servicios.
No obstante, la aplicación de esta regla debe armonizarse con las exclusiones y situaciones especiales expresamente previstas por el ordenamiento jurídico. En particular, el artículo 61 de la Ley 100 de 1993 contempla una exclusión respecto del Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad para las personas que, al entrar en vigor el sistema, tuvieren cincuenta (50) años o más de edad, si son mujeres, o cincuenta y cinco (55) años o más, si son hombres, salvo que decidan cotizar por lo menos quinientas (500) semanas en el nuevo régimen.
Por consiguiente, esta disposición no puede interpretarse como una excepción general según la cual toda mujer que actualmente tenga cincuenta (50) años o más, o todo hombre que actualmente tenga cincuenta y cinco (55) años o más, quede exceptuado de cotizar al Sistema General de Pensiones. El supuesto previsto en el artículo 61 está vinculado a la edad que tenía la persona al momento de entrada en vigor del Sistema General de Pensiones.
Ahora bien, se advierte que la regulación operativa de la Planilla Integrada de Liquidación de Aportes –PILA– y la orientación actualmente disponible de la Unidad de Gestión Pensional y Parafiscales –UGPP– continúan contemplando, dentro del tratamiento del subtipo de ‘cotizante 3’, denominado “Cotizante no obligado a cotizar a pensiones por edad”, situaciones relacionadas con trabajadores independientes que no hayan cotizado al régimen de prima media y que tengan cincuenta (50) años o más, si son mujeres, o cincuenta y cinco (55) años o más, si son hombres. 
En ese contexto, si bien la UGPP mantiene actualmente esta circunstancia dentro de su herramienta de orientación como una “excepción de pago de pensión” para quien nunca haya estado afiliado a una administradora de fondos de pensiones y tenga más de cincuenta (50) años, tratándose de una respuesta institucional en materia de contratación estatal debe diferenciarse entre la regla legal de afiliación y cotización, contenida en la Ley 100 de 1993 y sus modificaciones, y el tratamiento operativo que actualmente contempla la PILA y la orientación administrativa de la UGPP. 
En consecuencia, frente a una mujer de cincuenta y cinco (55) años que manifiesta no haber efectuado aportes pensionales, no resulta suficiente invocar su edad para concluir, de manera automática, que se encuentra exceptuada de cotizar al Sistema General de Pensiones. Será necesario establecer su situación frente al sistema pensional y, en particular, verificar su historial de afiliación y cotización, así como el régimen pensional que jurídicamente resulte aplicable.
Esta circunstancia tampoco afecta las obligaciones que puedan corresponder en materia de salud y riesgos laborales. La eventual existencia de una excepción o tratamiento especial respecto de la cotización pensional no se extiende automáticamente a los demás componentes del Sistema de Seguridad Social Integral.
En materia de salud, cuando el trabajador independiente reúna las condiciones para pertenecer al Régimen Contributivo, deberá cumplir las obligaciones de afiliación y cotización correspondientes. Así mismo, si la persona pertenece a un régimen exceptuado o especial, deberán observarse las reglas de articulación previstas en el ordenamiento jurídico.
Por su parte, cuando el contrato de prestación de servicios se encuentre dentro de los supuestos de afiliación obligatoria al Sistema General de Riesgos Laborales, deberán cumplirse las obligaciones correspondientes a dicho sistema.
Finalmente, la entidad estatal deberá verificar el cumplimiento de las obligaciones de seguridad social que sean legalmente exigibles en cada caso concreto, de acuerdo con la situación acreditada por el contratista y con las reglas particulares de cada subsistema. En consecuencia, la verificación contractual no debe traducirse en la exigencia automática de aportes pensionales cuando exista una circunstancia jurídicamente acreditada que excluya o suspenda dicha obligación.
Al margen de la explicación precedente debe advertirse que el análisis requerido para resolver problemas específicos en torno a la gestión contractual de las entidades públicas debe ser realizado por quienes tengan interés en ello, de acuerdo con lo explicado la aclaración preliminar del presente oficio. De esta manera, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual dentro del marco de sus competencias, sin que corresponda a Colombia Compra Eficiente validar o avalar sus actuaciones.



3. Razones de la respuesta:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones:

i. La Seguridad Social es un servicio público obligatorio, cuya dirección, coordinación y control está a cargo del Estado y es prestado por entidades públicas y privadas. Mediante esta se evitan desequilibrios económicos y sociales que, de no resolverse, significarían la reducción o la pérdida de los ingresos por causa de contingencias como la enfermedad, los accidentes, la maternidad o el desempleo, entre otras. De acuerdo con la Ley 100 de 1993, el Sistema de Seguridad Social Integral en Colombia se compone de los sistemas de protección social integral para la vejez, invalidez y muerte de origen común, de salud y de riesgos laborales, así como los servicios sociales complementarios.
	En materia de contratación estatal, el texto original del artículo 41 de la Ley 80 de 1993 dispuso que los requisitos para perfeccionar el contrato son: i) el acuerdo sobre el objeto y la contraprestación, y ii) que conste por escrito. Por su parte, para iniciar la ejecución se requiere: i) la constitución y aprobación de la garantía y ii) la existencia del registro presupuestal, salvo que se tratara de la contratación con recursos de vigencias fiscales futuras, de conformidad con lo previsto en la Ley Orgánica del Presupuesto, condiciones que solo son posibles cumplir una vez se haya suscrito el contrato. Posteriormente, el artículo 23 de la Ley 1150 de 2007 modificó el inciso segundo del artículo 41 de la Ley 80 de 1993, incluyendo la obligación, para los proponentes y contratistas, de acreditar estar a paz y salvo con los aportes parafiscales al Sistema de Seguridad Social Integral.
Por su parte, el artículo 50 de la Ley 789 de 2002 dispuso como obligación de quien quiere celebrar, renovar o liquidar contratos de cualquier naturaleza con entidades del sector público, cumplir con las obligaciones a los sistemas de salud, riesgos profesionales, pensiones y aportes a la Caja de Compensación Familiar, Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y Servicio Nacional de Aprendizaje. Asimismo, faculta a la entidad estatal, al momento de liquidar los contratos, para verificar y dejar constancia del cumplimiento de las obligaciones del contratista frente a los aportes mencionados durante toda su vigencia, estableciendo una correcta relación entre el monto cancelado y las sumas que debió cotizar[footnoteRef:1]. [1:  Ley 789 de 2002: “Artículo 50. Control a la evasión de los recursos parafiscales. La celebración, renovación o liquidación por parte de un particular, de contratos de cualquier naturaleza con Entidades del sector público, requerirá para el efecto, del cumplimiento por parte del contratista de sus obligaciones con los sistemas de salud, riesgos profesionales, pensiones y aportes a las Cajas de Compensación Familiar, Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y Servicio Nacional de Aprendizaje, cuando a ello haya lugar. Las Entidades públicas en el momento de liquidar los contratos deberán verificar y dejar constancia del cumplimiento de las obligaciones del contratista frente a los aportes mencionados durante toda su vigencia, estableciendo una correcta relación entre el monto cancelado y las sumas que debieron haber sido cotizadas. En el evento en que no se hubieran realizado totalmente los aportes correspondientes, la Entidad pública deberá retener las sumas adeudadas al sistema en el momento de la liquidación y efectuará el giro directo de dichos recursos a los correspondientes sistemas con prioridad a los regímenes de salud y pensiones, conforme lo define el reglamento. Cuando la contratación se realice con personas jurídicas, se deberá acreditar el pago de los aportes de sus empleados, a los sistemas mencionados mediante certificación expedida por el revisor fiscal, cuando este exista de acuerdo con los requerimientos de ley, o por el representante legal durante un lapso equivalente al que exija el respectivo régimen de contratación para que se hubiera constituido la sociedad, el cual en todo caso no será inferior a los seis (6) meses anteriores a la celebración del contrato. En el evento en que la sociedad no tenga más de seis (6) meses de constituida, deberá acreditar los pagos a partir de la fecha de su constitución. Para la presentación de ofertas por parte de personas jurídicas será indispensable acreditar el requisito señalado anteriormente. El funcionario que no deje constancia de la verificación del cumplimiento de este requisito incurrirá en causal de mala conducta”.] 

En ese orden de ideas, la regla general vigente es que quien celebra un contrato de prestación de servicios y tiene la condición de afiliado obligatorio debe cumplir las correspondientes obligaciones de cotización, salvo que se configure alguno de los supuestos de exclusión, cesación o excepción reconocidos por el ordenamiento jurídico.
ii. El artículo 61 de la Ley 100 de 1993 establece las personas excluidas del Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad. Su literal b) contempla a las personas que al entrar en vigor el sistema tuvieren cincuenta y cinco (55) años o más, si son hombres, o cincuenta (50) años o más, si son mujeres, salvo que decidan cotizar por lo menos quinientas (500) semanas en el nuevo régimen.
De esta forma, la norma contiene una regla vinculada a una circunstancia temporal específica: la edad que tenía la persona cuando entró en vigencia el Sistema General de Pensiones. Ahora bien, no es jurídicamente adecuado afirmar que toda persona que alcance posteriormente tales edades quede excluida del Sistema de Ahorro Individual. Este aspecto resulta relevante frente a la situación planteada en la consulta, pues una persona que actualmente tenga cincuenta y cinco (55) años no satisface el supuesto del artículo 61 por su edad actual, sino que tendría que haber tenido cincuenta (50) años o más, en el caso de las mujeres, al momento en que entró en vigor el sistema.
Sin perjuicio de lo anterior, debe advertirse que el Ministerio de Salud y Protección Social continúa contemplando en la regulación de la PILA el subtipo de cotizante 3, “Cotizante no obligado a cotizar a pensiones por edad”. La regulación actualmente vigente de dicho subtipo contempla, para los trabajadores independientes que no hayan cotizado al régimen de prima media, el supuesto de tener cincuenta (50) años o más, si son mujeres, o cincuenta y cinco (55) años o más, si son hombres, y remite expresamente al artículo 2 del Decreto 758 de 1990. Para quienes se encuentren en el Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, la misma regulación remite al artículo 61 de la Ley 100 de 1993.
Asimismo, la UGPP mantiene dentro de su herramienta de cálculo del ingreso base de cotización una opción denominada “Excepciones de pago de Pensión” que comprende el supuesto de quien “nunca ha estado afiliado a una administradora de fondos de pensiones” y es mayor de cincuenta (50) años, si es mujer, o cincuenta y cinco (55) años, si es hombre. Es decir, sí existe actualmente un tratamiento operativo y orientación administrativa respecto de las personas que, bajo determinadas circunstancias, no efectúan cotizaciones pensionales por razón de su edad. Sin embargo, para determinar la situación jurídica de un contratista concreto no basta con atender exclusivamente a la edad, pues debe establecerse si se encuentra dentro del supuesto reconocido por la administración y si cumple las condiciones necesarias para utilizar el correspondiente subtipo de cotizante.
 Por otro lado, en materia de salud, el Decreto 780 de 2016 establece las reglas de afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud. De acuerdo con el artículo 2.1.13.5 del citado decreto, las condiciones de pertenencia a un régimen exceptuado o especial prevalecen sobre las de pertenencia al régimen contributivo y no pueden coexistir simultáneamente una afiliación al régimen exceptuado o especial y al Sistema General de Seguridad Social en Salud en calidad de cotizante o beneficiario.
Esta misma disposición establece reglas específicas para los casos en que el cónyuge o compañero permanente de una persona perteneciente a un régimen exceptuado o especial tenga una relación laboral o ingresos adicionales respecto de los cuales esté obligado a cotizar al Sistema General de Seguridad Social en Salud. Adicionalmente, el artículo 24, parágrafo 4, del Decreto Ley 1795 de 2000 establece que no se admitirán como beneficiarios del Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional a los cotizantes de cualquier otro régimen de salud.
En ese orden de ideas, se concluye que la eventual situación especial respecto de la cotización pensional no implica, por sí misma, una exoneración de las obligaciones que correspondan en materia de salud.
En materia de riesgos laborales, el artículo 13 del Decreto Ley 1295 de 1994 modificado por el artículo 2 de la Ley 1562 de 2012, incluye dentro de los afiliados obligatorios al Sistema General de Riesgos Laborales a las personas vinculadas mediante contratos formales de prestación de servicios con entidades públicas o privadas cuya duración sea superior a un (1) mes, entre otros supuestos establecidos por la ley. Esta materia se encuentra desarrollada en el Decreto 1072 de 2015, particularmente en las disposiciones relativas a los contratistas y trabajadores independientes. En consecuencia, la existencia de una circunstancia que permita no efectuar aportes al Sistema General de Pensiones no determina, por sí misma, la desaparición de las obligaciones correspondientes al Sistema General de Riesgos Laborales cuando se configure el supuesto legal de afiliación obligatoria.
iii. De conformidad con las consideraciones expuestas, la celebración de un contrato de prestación de servicios con una entidad estatal genera, como regla general, para la persona natural contratista las obligaciones de seguridad social que establecen las normas vigentes para los trabajadores independientes, las cuales deben analizarse separadamente respecto de salud, pensiones y riesgos laborales.
En materia pensional, los artículos 13, 15 y 17 de la Ley 100 de 1993, modificados por la Ley 797 de 2003, establecen como regla general la afiliación y cotización obligatoria de los trabajadores independientes y, específicamente, de quienes prestan servicios al Estado mediante contratos de prestación de servicios.
El artículo 61 de la Ley 100 de 1993 contempla una exclusión respecto del Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad para quienes tenían determinadas edades al momento de entrada en vigor del sistema, razón por la cual dicha disposición no puede utilizarse como una excepción general para toda persona que actualmente alcance los cincuenta (50) o cincuenta y cinco (55) años.
No obstante, se encuentra vigente un tratamiento operativo en la PILA y una orientación administrativa de la UGPP que contemplan, bajo determinadas condiciones, el subtipo de cotizante 3, “Cotizante no obligado a cotizar a pensiones por edad”, incluso para trabajadores independientes mayores de cincuenta (50) años, si son mujeres, o de cincuenta y cinco (55) años, si son hombres.
Trasladadas las anteriores consideraciones al supuesto objeto de consulta, el hecho de tener cincuenta y cinco (55) años y manifestar que nunca ha efectuado aportes pensionales no permite concluir automáticamente que se encuentre exonerada de cotizar al Sistema General de Pensiones. Deberá verificarse su historia de afiliación y cotización y determinarse, de acuerdo con el régimen pensional y las reglas administrativas vigentes, si puede ser reportada mediante el subtipo de cotizante correspondiente.
En cuanto a la salud, la condición de beneficiaria del Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional debe analizarse conforme a las reglas especiales de dicho régimen y a las normas de articulación con el Sistema General de Seguridad Social en Salud, particularmente los artículos 2.1.13.5 del Decreto 780 de 2016 y 24 del Decreto Ley 1795 de 2000.
Finalmente, corresponde a la entidad contratante verificar el cumplimiento de las obligaciones de seguridad social que sean efectivamente exigibles en el caso concreto, sin imponer de manera automática aportes a todos los subsistemas cuando el ordenamiento jurídico o las reglas administrativas aplicables contemplen un tratamiento diferente.
iv. Al margen de la explicación precedente debe advertirse que el análisis requerido para resolver problemas específicos en torno a la gestión contractual de las entidades públicas debe ser realizado por quienes tengan interés en ello, de acuerdo con lo explicado en la aclaración preliminar del presente oficio. De esta manera, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.
Dentro de este marco, la entidad contratante definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones. 

4. Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes:

	· Ley 100 de 1993, artículos 13, 15, 17, 61
· Ley 80 de 1993, artículo 41
· Ley 1150 de 2007, artículo 23
· Ley 789 de 2002, artículo 50
· Decreto 780 de 2016, artículo 2.1.13.5
· Decreto Ley 1795 de 2000, artículo 24, parágrafo 4
· Decreto Ley 1295 de 1994, artículo 13
· Decreto 1072 de 2015



5. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente se ha referido sobre los aportes económicos a la Seguridad Social en los conceptos C-040 de 5 de febrero de 2020 y, C-042 de 5 de febrero de 2020, C-205 del 07 de abril de 2020, C-134 del 07 de abril de 2021, C-181 de 7 de abril de 2022, C-679 del 14 de octubre de 2022, C-778 del 29 de noviembre de 2022, C-110 de 14 de junio de 2024, C-273 del 22 de agosto de 2024, C-779 del 12 de noviembre de 2024, C-909 de 17 de diciembre de 2024, C-074 de 20 de febrero de 2025 y C-233 del 01 de abril de 2025, entre otros. Estos y otros se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de relatoría de la Agencia, al cual se puede acceder a través del siguiente enlace: https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos 

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce

Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente, 
[image: ]
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